
Sala Primera de la Corte

Resolución Nº 00379 - 2019

Fecha de la Resolución: 09 de Mayo del 2019
Expediente: 13-000974-1028-CA
Redactado por: Yazmín Aragón Cambronero
Clase de Asunto: Proceso de conocimiento
Analizado por: SALA PRIMERA
Sentencia con Voto Salvado

Sentencias del mismo expediente

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Recurso de casación

 Subtemas (restrictores): Preterición de prueba
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

Se reprocha la preterición de una testimonial. Esta figura se refiere a que los juzgadores han dejado de apreciar del todo una
probanza que ha sido debidamente admitida, sin tomarla en cuenta para la resolución del caso; supuesto que no sucedió en este
asunto, porque el Tribunal sí la valoró (voto 379-F-2019).

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Responsabilidad

 Subtemas (restrictores): Responsabilidad objetiva
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

Análisis sobre la responsabilidad objetiva en función administrativa (ordinales 41 Constitución Política, 190 y 197 Ley General de la
Administración Pública), en particular, su concepto, el nexo de causalidad y su rompimiento cuando se presenta alguna eximente de
responsabilidad; como lo es la fuerza mayor, el cual no se considera en el presente asunto (voto 379-F-2019).   

Citas de Legislación y Doctrina

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Fuerza mayor

 Subtemas (restrictores): Concepto y alcance
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

Sucede cuando hay un acontecimiento que no era posible de prever. En ese sentido, se hace imposible evitar el daño (voto 379-F-
2019).   

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Responsabilidad

 Subtemas (restrictores): Causas eximentes de indemnización
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

Análisis sobre la fuerza mayor. La Caja Costarricense de Seguro Social canceló al actor -en cinco ocasiones- una cirugía de rodilla;
última que se llevó a cabo. Reclama, en tres de ellas, tuvo que pasar por diversas inconformidades, al haberse presentado al
Hospital y luego, tras largas esperas, fue devuelto a su casa. Estima la Sala, la situación con el anestesiólogo no fue un evento
imprevisible, porque sucedió en otras ocasiones. Un testigo doctor expresó que si una cirugía anterior se prolonga por mucho
tiempo y el anestesiólogo cumplió su jornada laboral, no puede atender la siguiente. Es obligación de la demandada solucionar el
problema del paciente, quien está en espera de que lo atiendan, debiendo tener un plan de contingencia en los roles de



anestesiología. Sobre un lente dañado del aparato con el cual se realizan las operaciones, tampoco es un asunto imprevisible,
porque ocurrió en otras ocasiones. Es inaceptable, si se tiene una lista de espera de 1.600 pacientes, la CCSS tenga como un
asunto normal, el no tener una solución inmediata al problema del daño del lente. Lo mismo sucede con la ropa estéril. Es
inadmisible para un Hospital que ya tiene toda la programación diaria de operaciones, que no cuente con reservas de ropa limpia
para atender el quehacer habitual como las emergencias. Por ende, ninguna de estas tres situaciones se consideran como fuerza
mayor y por tanto eximentes de responsabilidad (voto 379-F-2019).   
... Ver menos

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Debido proceso

 Subtemas (restrictores): Derecho de defensa
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

El fundamento jurídico del fallo cuestionado no radica en los numerales 139.4 y 191 de la Constitución Política, sino en los
preceptos 4 y 190 de la Ley General de la Administración Pública, los cuales se relacionan y aplican cuando se analiza la conducta
administrativa y sus posibles consecuencias. Así las cosas, sí se encuentra en este el fundamento jurídico que lo respalda. Estima
la Sala, no se extrae que la utilización errada de los primeros dos artículos, le haya causado alguna indefensión, haya violentado
algún derecho a la demandada o haya generado un quebranto al ordenamiento jurídico (voto 379-F-2019).   

Citas de Legislación y Doctrina

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Daño

 Subtemas (restrictores): Daño moral
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

Análisis sobre el daño moral subjetivo. Ver fallos 537-2003, 315-2011 y 180-2016. En el caso de estudio, la situación vivida por el
actor genera diversas emociones: zozobra, ansiedad, cansancio, angustia, molestia e impotencia. La inconformidad del paciente se
dio porque lo tuvieron en espera por muchas horas dentro del centro hospitalario, sin brindarle información de lo que sucedía, y no
darle la opción de escoger si prefería reprogramar la cita para su cirugía de rodilla o bien esperar para solucionar el asunto. Por
ende, la Administración debe pagar por el daño causado. Empero, considera esta Sala, no en el monto ponderado por el Tribunal,
sino en una suma prudencial (voto 379-F-2019). 
... Ver menos

Sentencias Relacionadas

Contenido de Interés:
 Temas (descriptores): Costas

 Subtemas (restrictores): Condena al vencido
 Tipo de contenido: Voto de mayoría
 Rama del derecho: Contencioso Administrativo

El ordinal 193 del Código Procesal Contencioso Administrativo establece dos supuestos para que se dé la dispensa en la
condenatoria, de los cuales, considera la recurrente, debía aplicarse el referente al hecho de existir motivo bastante para litigar.
Concibe esta Cámara, no se configura dicho supuesto, pues ha quedado demostrado que la Administración le causó un daño moral
al actor y, por mandato legal, es su obligación responder. Ante tal escenario, impera la condenatoria a la vencida, según lo ordena
el mencionado precepto (voto 379-F-2019).   

Citas de Legislación y Doctrina

Texto de la Resolución



Exp. 13-000974-1028-CA
Res. 000379-F-S1-2019
         SALA PRIMERA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José a las  nueve horas treinta minutos del nueve de mayo de
dos mil diecinueve.
          Proceso de conocimiento establecido en el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Primera,  por [Nombre 001], cédula
de identidad no. [...], [...]; contra la CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL, representada por su apoderado general judicial
sin límite de suma, el licenciado Cristian Obando Díaz, cédula de identidad no. 1-1730-0044, soltero, abogado, de domicilio no
indicado. Las personas físicas son mayores de edad.
Redacta la Magistrada Aragón Cambronero; y,

CONSIDERANDO
I. El 14 de octubre de 2013 el señor [Nombre 001], presentó demanda contenciosa contra la Caja Costarricense de Seguro Social
(en adelante CCSS). En lo medular indicó, que desde hace muchos años está en control en el Hospital Max Peralta de Cartago,
porque su rodilla derecha permanece inflamada y en ocasiones sufre derrame de líquido. Desde los primeros controles, dijo, se le
detectó era necesario se le realizara una astroscopia, con la finalidad de operar el menisco y tratar el desgaste de la rodilla. A
finales de mayo de 2013, expresó, recibió una llamada de ese nosocomio, comunicándole se presentara en el área de ortopedia
para hacerle entrega de unos papeles, dado que el siguiente 13 de junio de 2013 estaba programada su operación. En virtud de
ello, explicó, el 3 de junio de ese año se hizo presente para retirar los documentos y hacerse los exámenes correspondientes. El 11
de junio de 2013, expuso, recibió una llamada de una doctora de apellido Romero, quien le informó que uno de los instrumentos del
quirófano había sufrido un desperfecto, por lo cual debía ir de nuevo el hospital para que le reprogramaran la cita, señalándosela
para el 21 de junio de 2013. Ese día, indicó, se hizo presente en la sección de Admisión a las 5:30 am, pero se dieron las siguientes
situaciones: 1- el último alimento consumido fue la noche anterior a las 19:00 horas. 2- Su hija menor no fue a la escuela porque no
tenía quién la dejara y la recogiera y no pudo hacer un examen. 3- Su esposa se quedaría en la sala de admisión a la espera de
noticias sobre la operación sin almorzar. 4- Hubo incertidumbre en la familia por el ingreso en un hospital. 5- Dado que es docente,
tuvo que reacomodar sus labores en la universidad. Apuntó, antes de las 8:00 ingresó a la sala de quirófanos, se le tomaron los
datos personales y contestó algunas preguntas; sin embargo, pasaron las horas y no era atendido para operarlo. Cerca de las
11:45, mencionó, le consultó a un funcionario por lo que sucedía y este le contestó que parecía no tenía anestesia. A las 13:20,
refirió, insistió sobre su situación y le indicaron que estaban tratando de contactar al médico cirujano. Manifestó, a las 14:15 le
dijeron que pronto cambiaba el personal y el rol en los quirófanos y; por lo tanto no veían factible su operación para ese día.
También, advirtió, le indicaron estaban tratando de localizar al doctor Altamar, quien era el encargado y responsable de su
intervención quirúrgica. Al lograr hablar con este galeno, aseguró, le informó que el anestesiólogo encargado a ortopedia salió de
trabajar a las 10:00 y buscaban otro. Acotó, esta situación la conocían desde esa hora y no se le informó en ningún momento.
Dada la situación, aseveró, pidió se le entregara una carta explicándose lo acontecido, pero no se la dieron, por el contrario lo
enviaron a otra dependencia a sacar una reprogramación y le proveyeron una incapacidad por ocho días que no requería.
Sostuvo, la nueva orden de internamiento se la dieron para el 28 de junio de 2013 en ambulatoria vespertina. Sin embargo, alegó,
esta también fue pospuesta. La nueva cita se la dieron para el 4 de julio de 2013. Ese día, dijo, ingresó a sala de operaciones a las
6:45, debiendo llenar el papeleo de la vez anterior; allí le informaron que el lente del aparato que se utiliza para la cirugía estaba
malo desde el día anterior, por lo que ya cerca del medio día, la operación de nuevo fue pospuesta. No obstante lo anterior,
expresó, ese mismo día le fue entregado el oficio HMP-DG-1472-2013 donde se le informa que la queja había presentado fue
trasladada a Ortopedia para su investigación y que oportunamente le indicarían el resultado; el cual, al momento de presentar la
demanda no había tenido respuesta. Al día siguiente: 5 de julio de 2013, refirió, se informó que el lente ya había llegado y en virtud
de ello, le reprograman la cirugía para el 9 de julio de 2013 en el turno vespertino. Agregó, vuelve de pasar por todas las
complicaciones familiares que implica cada vez que asiste a la posible cirugía, llena de nuevo todo el papeleo. Cerca de las 16:00
horas, explicó, le indican debe cambiarse de ropa, lo concerniente a la sala de operaciones y una hora después es ingresado a la
cirugía. No obstante lo anterior, expuso, ya dentro del salón, notan que no hay ropa para estar dentro de la sala de operaciones
porque la caldera se dañó y solo tienen ropajes para atender emergencias. Por ende no lo pueden operar al llegar a la oficina de
admisión, para sacar una nueva cita, relató, le dijeron no podía llevar solo el expediente, pues tenía que estar acompañado de un
funcionario, sobre lo cual le comentó tenía más de 20 minutos de estar esperando a que alguien apareciera. Finalmente, señaló, el
12 de julio siguiente fue operado, con la consecuente incapacidad. Al amparo de estos hechos, en lo medular solicitó se le pague el
daño moral causado el cual valora en la suma de ¢20.000.000,00. El pago de las costas a cargo de la demandada. Esta contestó
de manera negativa e interpuso la excepción de falta de derecho. El Tribunal rechazó la defensa. Declaró con lugar la demanda y
condenó a la CCSS al pago de ¢2.000.000,00 por daño moral; así como el pago de ambas costas. Inconforme esta interpone
recurso de casación.
II. Aduce los siguientes cuatro motivos por razones de fondo, aunque en su escrito enumera cinco, en realidad omite el punto dos.
Primero: dice se ha preterido la prueba, con violación de los numerales 82 incisos 1) y 4), 220 ambos del Código Procesal
Contencioso Administrativo (CPCA); así como los cánones 16 y 190 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP).
Expresa, el Tribunal no valoró la prueba aportada por la CCSS, y basó su condena solo en el testimonio de la esposa del actor. Así,
indica, determinó que hubo negligencia por parte del Hospital al haberle suspendido en varias ocasiones la operación, sin que
mediara justa causa y con total falta de planificación. Sin embargo, explica, no tomaron en cuenta los juzgadores, que en las tres
ocasiones cuando se cancelaron las operaciones, fue debido a situaciones totalmente imprevisibles. Pero al Tribunal le bastó el
decir de la esposa del demandante, para tener por demostrado el daño, aún y cuando dicho testimonio es subjetivo. Agrega, los
jueces no tomaron en cuenta los demás elementos probatorios, con el fin de determinar si realmente se dio la negligencia o la falta
de planificación que confirman. Señala, cuando se pretende el resarcimiento por la causa de un daño, resulta indispensable haya
un nexo de causalidad entre el objeto y el resultado; pero también, debe tomarse en cuenta existen causales eximentes de
responsabilidad, como lo es, las causas imprevisibles. En este sentido, apunta, se pretirió la siguiente prueba: 1- la falta de
anestesiólogo. Alega, esa situación no tuvo nada que ver con un acto de negligencia ni falta de planificación; lo que considera



 

corroborado con el testimonio de [Nombre 007], jefe del Área de Ortopedia. Este último refirió, que estos profesionales se
programan con antelación, pero, en ocasiones se requieren para atender emergencias. O, puede suceder, en otras ocasiones, las
cirugías en las cuales ya están participando se extienden más de lo previsto, que fue lo sucedido en este caso. 2- La segunda
suspensión, se dio en virtud del daño en el lente de artroscopia. Sin embargo, el Tribunal no tomó en cuenta todas las gestiones
que se hicieron para solucionar este problema, tal y como el hecho de que se iniciaron los trámites para hacer la compra. Para que
los pacientes no esperaran, apunta, se solicitó a la empresa, lo reparara mientras llegaba el equipo nuevo. Todo lo cual, está
respaldado con la documentación aportada y el testimonio del doctor [Nombre 007]. 3- La suspensión a causa de la falta de ropa
estéril. Menciona, fue producto de un desperfecto en el funcionamiento en las calderas, lo cual sucedió de imprevisto, puesto que el
actor ya estaba listo para ser operado. Dicha situación, refiere, paralizó la lavandería, ello implicó que no había ropa estéril
suficiente para realizar la intervención. Y, en estos casos se debe acudir al protocolo de seguridad por un tema de higiene, lo
procedente era suspender todas las cirugías. Lo anterior, enuncia, fue indicado por el testigo Jefe de Ortopedia. Insiste, no se trató
de un problema de negligencia ni falta de planificación. Segundo : manifiesta se han conculcado los artículos 4 y 190 ambos de la
LGAP, así como los cardinales 140 inciso 8), 139 acápite 4) y 191 todos de la Constitución Política; estos últimos por indebida
aplicación. Lo anterior, advierte, dado que estos no tienen ninguna relación con el proceso, ya que se refieren a las atribuciones
del Presidente de la República y al discurso que debe rendir cada 1 de mayo, así como al Estatuto de Servicio. Tómese en cuenta,
asevera, que este es el sustento normativo utilizado por los juzgadores para fundamentar el buen funcionamiento administrativo;
cuando lo correcto era haber utilizado aquellos primeros numerales citados, relativos a la sujeción de la Administración Pública, a
los principios fundamentales del servicio público y las eximentes de responsabilidad. Tercero: aduce transgredidos los preceptos
11, 39 41 y 73 todos de la Carta Magna. En este sentido, afirma, el Tribunal irrespetó los principios constitucionales de derecho de
defensa, proporcionalidad y razonabilidad. Al haberse demostrado, sostiene, que no hubo negligencia ni falta de planificación,
siendo que se trató de situaciones totalmente impredecibles, se concedió un daño moral desproporcionado, el que además carece
de respaldo probatorio. Cuarto: alega violación al numeral 193 inciso b) del CPCA, relacionado con la exoneración de costas en el
tanto hubiese motivo suficiente para litigar. De la prueba constante en autos, expresa, la demandada no tenía otra opción que ha
de presentar su oposición a la acción, dado que, en el caso de estudio no existía nexo de causalidad con el supuesto daño.
III. Relativo al primer reproche, conlleva en primer término traer a colación de manera resumida lo que al respecto consideró el
Tribunal. En su criterio, dado que se le suspendieron cinco cirugías al señor [Nombre 001], de las cuales, en tres ocasiones, se
había hecho presente al Hospital, implicó ayunar, pérdida de tiempo efectivo laboral y organización familiar que genera el trastorno
dentro de sus conductas habituales; y que en criterio de los juzgadores han generado un daño moral subjetivo. Indican, dada la
falta de servicio sufrida, vivió enojo, ansiedad y angustia. Para los juzgadores, el testigo doctor [Nombre 007], explicó en qué
consistía la operación que se le debía realizar al actor, la sensibilidad del lente del aparato con el que se realiza la intervención y
las listas de espera que para el momento de rendir su declaración, manifestó, superaban las 1.600 personas. Aunado a lo anterior,
se indicó que en el caso concreto se había prolongado una cirugía anterior a la del actor y eso produjo que las operaciones
electivas, debieran suspenderse, pues no se podía superar la jornada laboral del anestesiólogo. Sobre la ropa estéril, mencionó el
galeno, que cuando se dan problemas con estas, se reserva únicamente para las emergencias mayores. Según el Tribunal,
ninguno de los criterios emitidos por el testigo, como los mencionados incluyéndose estaba arreglando el equipo, que las cirugías
están ligadas a la capacidad del centro médico, así como el ánimo e intención del Hospital era realizar la operación lo más pronto
posible, obvia el hecho de la falta en el servicio público de salud que se ha dado. Ahora bien, para los jueces, conforme a las
declaraciones de la señora [Nombre 008], esposa del accionante, en las tres ocasiones cuando don [Nombre 001], según citas ya
asignada asistió al hospital y le cancelaron las operaciones, implicó una organización y logística en el hogar. Agregan a lo anterior,
que la solicitud hecha por el actor a la Dirección Médica del Hospital, en donde solicita explicaciones por lo sucedido, nunca tuvo
respuesta. Dadas las suspensiones de sus cirugías, sustentan los jueces, que el daño moral existió.
IV. Reclama la parte recurrente en este agravio una preterición de prueba, en específico relativo al testimonio del doctor [Nombre
007]. No obstante lo anterior, esa figura se refiere a que los juzgadores han dejado de apreciar del todo una probanza que ha sido
debidamente admitida, sin tomarla en cuenta para la resolución del caso. Supuesto que no sucedió en este asunto, pues tal y como
se puede corroborar de lo resumido en el considerando anterior, el Tribunal sí valoró dicho testimonio, pero resolvió que este no
dejó de lado la situación vivida por el actor, ni el hecho de que se dejó de prestar el servicio de salud pública. Es más, los
juzgadores tuvieron por demostrado la falta del anestesiólogo, también el daño del lente y la carencia de ropa estéril; pero
razonaron, que ninguno de esos casos justifica el que se dejara de prestar el servicio que por obligación tiene el Hospital. Por otro
lado, el testimonio de la señora [Nombre 008], esposa del actor, no fue considerada una prueba contraria al testimonio del doctor
[Nombre 007]; para los jueces, la deposición de [Nombre 008], lo que evidencia es la situación emocional por la que pasó don
[Nombre 001] en diversas ocasiones; no solo lo relativo a la cancelación de las cirugías, sino también, respecto de todos los
cambios en su actividad cotidiana. De tal manera, no se dio la omisión probatoria que aduce la casacionista. Ahora bien, aduce la
recurrente con otra perspectiva, que no existe nexo de causalidad, motivo que se analizará a continuación. En cuanto a lo referido,
importa tener clara la situación de las citas programadas. Son hechos no controvertidos en este asunto, de que al señor [Nombre
001] se le canceló en cinco ocasiones una cirugía de rodilla, pero, solo en el último caso, se pudo llevar a cabo. La cronología de
todas fechas del año 2013, fue la siguiente: 1- la dispuesta para el 13 de junio y que fue cancelada vía telefónica. 2- La del 21 de
junio, suspendida por falta de anestesiólogo, ya cuando el paciente se encontraba en espera en el salón. 3- Otra, el 28 de junio, la
cual también se le canceló con antelación. 4- La programada para el 4 de julio, y encontrándose ya el paciente en el Hospital, fue
cancelada debido a que el artroscopio estaba dañado. 5- La dispuesta para el 9 de julio, y que estando ya en sala de operación,
fue pospuesta debido a que no había ropa estéril. 6- La última, del 12 de julio, fecha cuando se le realizó la operación. Esta
Cámara ha indicado acerca de la responsabilidad objetiva en la función administrativa, que el Estado es responsable frente al
particular, si este ha sufrido una lesión antijurídica la cual no tiene el deber de soportar; provocada por el funcionamiento público.
Dicho criterio basado en la interpretación del mandato 41 Constitucional. El ámbito de cobertura de los postulados que lo integran,
incluye, no solo las lesiones de naturaleza material sino también, las de carácter extrapatrimonial. Es importante aclarar, que este
tipo de responsabilidad se sustenta en el daño propiamente y no en otros elementos como el del dolo o la culpa; análisis que se



torna del todo intrascendente. Lo anterior, no solo por lo dispuesto en el artículo 41 de la Constitución Política de reciente cita, sino
también en el numeral 197 de la LGAP.  Ahora bien, resulta indispensable mencionar, para que se dé tal imputación, entre la
conducta o situación administrativa y el daño que sufre la víctima es necesario, un nexo de causalidad, el cual se rompe únicamente
si se presenta alguna de las eximentes, a saber: fuerza mayor, culpa de la víctima o hecho de un tercero (artículo 190 ídem). En
síntesis, debe indicarse que los parámetros de imputación para determinar la responsabilidad administrativa, son objetivos
(funcionamiento normal o anormal, lícito o ilícito), lo cual significa que para atribuir a la Administración responsabilidad por un
hecho, se requiere la existencia de un daño, una actividad o inactividad administrativa y un nexo de causalidad. En el caso de
estudio ha quedado demostrado que al señor [Nombre 001] en cinco ocasiones se le canceló la operación de rodilla que se le
había programado, reclamando puntualmente el actor, que en tres de esas ocasiones tuvo que pasar por diversas inconformidades
al haberse presentado al Hospital y luego tras largas esperas devuelto a su casa. Como se ha explicado líneas atrás, existen tres
causales que eximen de responsabilidad a la Administración: la propia culpa de la víctima, lo cual no se da en esta situación;  el
hecho de un tercero, que tampoco está en discusión en este caso; y la fuerza mayor, que es lo que afirma la recurrente sucedió,
pero que tampoco es de recibo, según se analizará a continuación. La denominada fuerza mayor, sucede cuando hay un
acontecimiento que no era posible de prever; y en este sentido, se hace imposible evitar el daño. La situación con el anestesiólogo
no fue un evento imprevisible, tan es así que el testigo doctor [Nombre 007] dijo que sucedió en otras ocasiones. Expresó que si
una cirugía anterior se prolonga por mucho tiempo y el anestesiólogo ya cumplió su jornada laboral, no puede atender la siguiente.
En criterio de esta Sala, es obligación de la demandada, solucionar el problema del paciente, quien está en espera de que lo
atiendan, teniendo un plan de contingencia en los roles de anestesiología para estos casos. Ahora bien, sobre el lente dañado,
tampoco es un asunto imprevisible, véase que el mismo Jefe de Ortopedia aseguró que esto sucedió en algunas ocasiones; de tal
manera que no es aceptable, si se tiene una lista de espera de 1.600 pacientes, la CCSS tenga como un asunto normal, el no tener
una solución inmediata al problema del daño del lente del aparato con el cual se realizan estas operaciones. Lo mismo sucede con
la ropa estéril, a pesar de ser entendible el planteamiento de la demandada respecto de que en caso de que la lavandería no
opere, el protocolo exige que se resguarde la ropa para atender emergencias. No es admisible para un Hospital que ya tiene toda la
programación diaria de operaciones, no cuente con reservas de ropa limpia para atender el quehacer habitual como las
emergencias. De tal manera que ninguna de estas tres situaciones pueden considerarse fuerza mayor y por tanto eximentes de
responsabilidad, conforme se ha explicado. Así las cosas, no lleva razón la casacionista y su reparo deberá denegarse.
V. Relativo al segundo reclamo, efectivamente el Tribunal dentro de su narrativa argumentativa, específicamente en el
considerando V, en el apartado que denomina “Criterio del Tribunal”, hace mención a los numerales 139 inciso 4) y 191 ambos de
la Constitución Política, articulado ajeno a la solución del caso de estudio. Sin embargo, el fundamento jurídico del fallo cuestionado
no radica en esos artículos, sino, en los preceptos 4 y 190 de la LGAP, los cuales están relacionados y son los aplicables cuando
se trata del análisis de la conducta administrativa y sus posibles consecuencias. Así las cosas, el hecho de que los juzgadores
hayan fundado su fallo en normas del ordenamiento jurídico que se alejan de la discusión, no vician de nulidad el fallo, dado que sí
se encuentra en este el fundamento jurídico que lo respalda. Del agravio no se extrae que la utilización errada de aquellos dos
artículos, le haya causado alguna indefensión, o le haya violentado algún derecho a la demandada, como tampoco se evidencia,
que esta situación haya generado un quebranto al ordenamiento jurídico. En consecuencia, el reparo deberá denegarse.
VI. Respecto del tercer agravio, la inconformidad de la recurrente se basa en que en su criterio, el monto concedido por daño
moral es desproporcionado e irracional. Sobre el daño moral subjetivo esta Cámara en otras ocasiones ha manifestado “no
repercute en el patrimonio de manera directa. Supone una perturbación injusta de las condiciones anímicas. No requiere de una
prueba directa y queda a la equitativa valoración del Juez. Si se trata de daño moral subjetivo los tribunales están facultados para
decretar y cuantificar la condena. La naturaleza jurídica de este tipo de daño no obliga al liquidador a determinar su existencia
porque corresponde a su ámbito interno. Ello no es problema de psiquiatras o médicos. Se debe comprender su existencia o no
porque pertenece a la conciencia. Se deduce a través de las presunciones inferidas de indicios, ya que, el hecho generador
antijurídico pone de manifiesto el daño moral, pues cuando se daña la psiquis, la salud, la integridad física, el honor, la intimidad,
etc. es fácil inferir el daño, por ello se dice que la prueba del daño moral existe “in re ipsa ”. Tampoco se debe probar su valor
porque no tiene un valor concreto. Se valora prudencialmente. No se trata, entonces, de cuantificar el sufrimiento, pues es
inapreciable, sino de fijar una compensación monetaria a su lesión, único mecanismo al cual puede acudir el derecho, para así
reparar, al menos en parte, su ofensa […] Su otorgamiento no guarda una estrecha sujeción a factores probatorios (salvo que se
refieran a la relación de causalidad), sino a la prudencia y objetivo arbitrio del juzgador. Sin embargo, su fijación está sujeta a los
principios de razonabilidad y de proporcionalidad, los que deben ser valorados por la autoridad competente en cada caso, para que
su cuantificación sea acorde a Derecho y no lleve a indemnizaciones excesivas que beneficien injustificadamente a una de las
partes. Es decir, debe guardar un justo equilibrio derivado del cuadro fáctico específico, cuestión que ha de ponderarse dentro de
los límites señalados.”. Resolución de las 10 horas 40 minutos del 3 de septiembre de 2003, correspondiente al voto número 537,
reiterado en el fallo de las 14 horas del 22 de marzo de 2011, que responde al voto número 315. También ha señalado esta
Cámara, la demostración del daño moral subjetivo no requiere prueba directa y que la determinación del quantum permite un amplio
margen de discrecionalidad al juzgador. Sin embargo, el prudente arbitrio debe tener en cuenta las circunstancias del caso, los
principios generales del derecho y la equidad. En ese sentido puede considerarse, la resolución de las 10 horas del 3 de marzo de
2016, que responde al voto número 180. En esta línea de pensamiento, no le cabe duda a este Órgano decisor, en el caso de
estudio, efectivamente la situación vivida por el actor genera diversas emociones entre las cuales se puede citar la zozobra,
ansiedad, cansancio, angustia, molestia e impotencia. Nótese que la inconformidad del paciente se dio porque lo tuvieron en espera
por muchas horas dentro del centro hospitalario, sin brindarle en ningún momento información de lo que sucedía, y no darle la
opción de escoger si prefería reprogramar cita o bien esperar para solucionar el asunto. Para esta Sala no es aceptable el caso del
anestesiólogo, el señor [Nombre 001], entrase desde tempranas horas en la mañana y en el transcurso de esta ya se tenía noción
de lo que estaba pasando, pero se le hizo esperar al actor hasta la tarde para comunicarle lo que estaba sucediendo. Similar
situación se presenta con el tema del lente, bien pudo habérsele avisado con antelación sobre el desperfecto. Así las cosas, no
cabe duda que la Administración debe pagar por el daño causado. Pero, considera esta Sala, no en el monto ponderado por el



Tribunal, sino en una suma prudencial de ¢500.000,00. En virtud de ello, este reparo se acogerá.
VII. Relativo al tema de las costas, consideró el Tribunal que por tratarse la demandada la parte vencida, se impone la aplicación
del numeral 193 del CPCA. En el particular, no estima se haya configurado ninguno de los supuestos que permitan la eximente de
las costas. Dicho ordinal, establece dos supuestos para que se dé la dispensa en la condenatoria, de los cuales, considera la
recurrente, debía aplicarse el referente al hecho de existir motivo bastante para litigar. Concibe esta Cámara que no se configura
dicho supuesto, pues ha quedado demostrado que la Administración le causó un daño moral al actor y; por mandato legal es su
obligación responder por este. Ante tal escenario, no es posible aplicar la eximente que pretende el casacionista, por el contrario,
impera la condenatoria a la parte vencida según lo ordena el precepto mencionado. Así las cosas, tal motivo deberá denegarse.
VIII. Conforme lo expuesto, se declarará parcialmente con lugar el recurso. Se casará la sentencia solo en cuanto al monto
concedido por daño moral, para en su lugar fallando por el fondo, fijarlo en la suma prudencial de ¢500.000,00.

POR TANTO
Por mayoría, se declara parcialmente con lugar el recurso. Se casa la sentencia del Tribunal solo en cuanto al monto concedido por
daño moral. En su lugar fallando por el fondo, se fija en la suma prudencial de ¢500.000,00. Magistrada Rojas Morales salva el
voto.

Luis Guillermo Rivas Loáiciga

Román Solís Zelaya                                                                 Rocío Rojas Morales

William Molinari Vílchez                                            Yazmín Aragón Cambronero

VOTO SALVADO MAGISTRADA ROJAS MORALES
           En el Derecho Público las administraciones públicas solo responden por faltas graves o errores groseros a sus obligaciones

esenciales. El carácter servicial de las Administraciones Públicas hace que aquellas no se les obligue a responder por faltas leves o
no esenciales, en tanto este tipo de funcionamiento todos estamos obligados a soportarlo y una fragmentación de la
responsabilidad a nivel de insignificancia afectaría la marcha misma del servicio público. Hay servicios públicos que por su propia
naturaleza están sometidos a unos niveles de anormalidad mayores que otros. En el caso del servicio de salud, tomando en cuenta
la cobertura universal que por disposición constitucional brinda la CCSS, una falta leve no puede considerarse un funcionamiento
anormal indemnizable (doctrina del numeral . La doctrina  nacional establece que “el criterio fundamental y determinante para
justificar una exigencia de niveles altos de anormalidad radica en el concepto de dificultad o complejidad de ciertas actividades, en
las que resulta una política jurisprudencial no implicar fácilmente la responsabilidad administrativa…..la prestación de ciertos
servicios públicos es naturalmente difícil  y complicada por lo que las faltas simples -leves- cometidas en su ejercicio son
excusables  (…)” Jinesta Lobo, Ernesto. Tratado de Derecho Administrativo Tomo III. Responsabilidad Administrativa.Biblioteca
Júrica Dike, 2005, Pag. 234. En mi opinión, una falta leve para recibir un servicio de calidad que está dirigido al universo de
habitantes de la República -como es el caso del servicio médico que brinda la CCSS,  alcanza el grado de funcionamiento normal
de la administración y, consecuentemente, este debe ser soportado por todos para garantizar su subsistencia. De conformidad con
lo establecido en el numeral 194 de la LGAP si el daño que se causa es de poca entidad o gravedad la Administración no es
responsable, ya que es esperable que la naturaleza y cobertura de y servicio como el de salud causes daños que todos estamos
obligados a soportar. En el caso bajo examen al gestionante no se le cancelaron las cirugías programadas como se indica en el
voto de mayoría. Aquellas le fueron reprogramadas de acuerdo con las posibilidades del servicios, según consta en el expediente.
En tres ocasiones debidamente citado para la intervención quirúrgica aquella se suspendió por causas que se encuentran
justificadas por la accionada, y que excluyen la responsabilidad que se le reclama.  LA Accionada señala en su defensa que el
padecimiento por el que el actor debía ser operado ronda una lista de espera de 1600 personas. Que con la finalidad de acortar el
plazo de espera se iniciaron cirugías electivas, que debieron suspenderse dado que el país no cuenta con suficientes especialistas
en anestesiología y ya no era posible para estos profesionales en medicina continuar con  la superación de la jornada laboral
ordinaria, aspecto que no puede resolverse con la simple afirmación de que la CCSS tenía que contratar más personal en este
campo. Es un hecho público y notorio que el país enfrenta una grave carencia de especialistas en anestescia, profesional
indispensable para realizar una operación como la que reclama el gestionante, por ello la cancelación de la cirugía por la falta de
un profesional en esta rama está más que justificada; concluir lo contrario implicaría obligar a la institución accionada a lo que no le
es exigible ni de posible cumplimiento.   Tampoco puede exigirse responsabilidad a la CCSS por reprogramar una cirugía a falta de
ropa estéril para el paciente. La accionada acreditó que un fallo imprevisto en las calderas les obligó a la aplicación de
losprotocolos internos según los cuales en caso de este tipo de carencias, la ropa estéril se reserva solo para emergencias. No es
posible indicarle al gestionante que tenía derecho a la derogación singular de esos protocolos de uso de ropa estéril, si su caso no
era una emergencia. Finalmente, la tercera reprogramación esta relacionada con una falla imprevista del equipo. El lente de
artroscopia sufrió daño y, ese desperfecto es esperable de un equipo que es sometido a un uso intenso. La accionada acreditó que
estaba en proceso de compra de nuevos equipos y que tomó con prontitud medidas para la reparación del lente; aspectos que se
afirma no fueron valorados por los juzgadores y quien suscribe este voto estima tampoco fue valorada por la Sala. El paciente
accionante recibió el servicio de la CCSS por el que reclamó por la vía del amparo, inclusive con antelación a otros pacientes 
inscritos en la lista de espera. Ese hecho ya constituye un beneficio que implicó un trato discriminatorio para otros pacientes en los
términos del numeral  4 de la LGAP-principio de igualdad-. La CCSS concretó la operación requerida cuando fue posible cumplir



con todas las normas y protocolos de seguridad para garantizar el éxito de la operación; consiguientemente, estimo que el daño por
las reprogramaciones aludidas -incluyendo las que le hicieron por teléfono para evitar su desplazamiento al hospital- no constituyen
un daño de suficiente entidad como para condenar a la accionada al monto que se ha dispuesto en el fallo de mayoría. Acojo la
casación y en aplicación de las normas y principios citados revoco el fallo impugnado, sin otorgar indemnización alguna al
gestionante.

Rocío Rojas Morales

AMADRIGALV/MCAMPOSS
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